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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

    TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE IBAGUÉ 

 SALA CIVIL - FAMILIA 

                                  

Ibagué, cinco (5) de junio de dos mil veintiséis (2026) 

 

Magistrado Ponente : Pablo Gerardo Ardila Velásquez 

Referencia : Pone en conocimiento 

Proceso : Acción de Tutela 

Demandante : Otoniel Hernández Arenas 

Demandado : Alcaldía Municipal del Líbano y        

otro 

Radicado : 73001-22-13-000-2015-00480-00 

 

En cumplimiento de las funciones de seguimiento 

derivadas de la Sentencia T-338 de 2017 de la Corte 

Constitucional, esta Sala ha recopilado y examinado los 

informes, actuaciones administrativas, estudios técnicos y 

pronunciamientos allegados por las distintas entidades públicas 

y particulares vinculados al presente asunto, con el propósito de 

verificar el estado actual de las medidas adoptadas para la 

protección de los derechos fundamentales al agua potable, la 

salud, el ambiente sano y la vida digna de los habitantes de la 

vereda Santa Bárbara y sectores aledaños del corregimiento El 

Convenio del municipio del Líbano Tolima. 

 

En ese sentido, esta Corporación considera necesario 

poner en conocimiento de todos los sujetos procesales, 

autoridades vinculadas, organismos de control y comunidad en 

general el estado actual del seguimiento que se adelanta 

respecto de las órdenes impartidas por la Sentencia T-338 de 

2017 de la H. Corte Constitucional y ejercer control judicial 

sobre su cumplimiento, con el propósito de garantizar la 

transparencia de la actuación judicial y permitir que la 

ciudadanía conozca de manera clara las gestiones realizadas por 

las diferentes entidades involucradas. 

 

Debe recordarse que la intervención del juez constitucional 

tuvo origen en la preocupación manifestada por habitantes del 

corregimiento de El Convenio y de la vereda Santa Bárbara 

jurisdicción del Líbano Tolima frente a la disminución de los 

caudales de las quebradas La Honda y Las Perlas, fuentes que 

abastecen el sistema de acueducto comunitario utilizado por 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-338-17.htm


2 
 

cientos de familias de la región. Ante la posible afectación de los 

derechos fundamentales al agua potable, la salud, el ambiente 

sano y la vida digna, la Corte Constitucional ordenó la adopción 

de diversas medidas encaminadas a esclarecer las causas del 

fenómeno, fortalecer los mecanismos de vigilancia institucional 

y garantizar la protección efectiva del recurso hídrico. 

 

La protección del agua no constituye únicamente una 

obligación estatal ni una carga exclusiva del titular minero. Se 

trata de un deber constitucional de carácter colectivo que 

compromete a toda la sociedad. La conservación de las fuentes 

hídricas exige una participación activa, informada y responsable 

de la ciudadanía, especialmente de quienes habitan en las zonas 

de influencia de los ecosistemas objeto de protección, pues el 

control social constituye un instrumento fundamental para la 

prevención de daños ambientales y la defensa de los derechos 

fundamentales de las generaciones presentes y futuras. 

 

En desarrollo de dichas órdenes, diferentes entidades del 

orden nacional, regional y municipal han venido adelantando 

actuaciones dentro del ámbito de sus competencias. 

 

La Corporación Autónoma Regional del Tolima – 

CORTOLIMA ha ejercido funciones de evaluación, control y 

seguimiento ambiental respecto de las actividades desarrolladas 

por la Sociedad Mina El Gran Porvenir del Líbano S.A., 

adelantando visitas técnicas, actuaciones administrativas, 

procedimientos sancionatorios y medidas preventivas 

encaminadas a verificar el cumplimiento de la normatividad 

ambiental aplicable. 

 

La Procuraduría 20 Judicial II Para Asuntos 

Ambientales Minero Energéticos y Agrarios Ibagué en cabeza 

del Procurador Judicial II Daniel Rubio Jiménez ha ejercido 

labores de vigilancia preventiva y acompañamiento 

institucional, participando en mesas técnicas, formulando 

observaciones y efectuando seguimiento a las actuaciones 

adelantadas por las autoridades ambientales y mineras. 

 

La Agencia Nacional de Minería ha intervenido en 

ejercicio de sus funciones de fiscalización y seguimiento al título 

minero, mientras que los Ministerios, organismos de control y 

demás entidades vinculadas han suministrado información 

técnica y administrativa relacionada con el objeto del presente 

seguimiento. 
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Por su parte, la Alcaldía Municipal del Líbano informó a 

esta Corporación la expedición del Decreto 013 del 2 de marzo 

de 2026, mediante el cual dispuso la adopción de medidas 

administrativas orientadas a verificar el estado actual del 

abastecimiento de agua potable en el corregimiento de El 

Convenio y fortalecer la coordinación institucional para la 

atención de cualquier eventualidad relacionada con dicho 

servicio. 

 

La Sala reconoce las actuaciones desarrolladas por las 

distintas entidades; sin embargo, advierte que la información 

incorporada al expediente no permite concluir el cumplimiento 

integral y definitivo de las órdenes impartidas por la H. Corte 

Constitucional. 

 

En efecto, aunque el estudio hidrogeológico realizado 

constituye un importante avance técnico para la comprensión 

de la dinámica hídrica de las microcuencas La Honda y Las 

Perlas y aporta elementos relevantes para el análisis de la 

problemática objeto de estudio, también es cierto que dentro del 

expediente obran actuaciones administrativas, procedimientos 

sancionatorios, medidas preventivas y requerimientos técnicos 

pendientes de cumplimiento cuya verificación continúa siendo 

necesaria. 

 

Asimismo, de los informes de seguimiento elaborados por 

la autoridad ambiental se desprende que durante las visitas de 

inspección se identificaron situaciones que demandan vigilancia 

permanente por parte de las autoridades competentes. 

Particularmente, se evidenció la presencia de aguas de 

infiltración provenientes de labores mineras con 

concentraciones de algunos elementos químicos superiores a los 

valores de referencia para preservación de flora y fauna, 

circunstancia frente a la cual la autoridad ambiental consideró 

necesaria la implementación de medidas de tratamiento y 

control antes de su descarga a las fuentes hídricas superficiales. 

Igualmente, se formularon observaciones relacionadas con el 

manejo de aguas de escorrentía, la ejecución de obras 

ambientales, el manejo de residuos y otros aspectos técnicos 

cuya corrección fue requerida al titular minero1.  

 

A ello se suma que dentro del expediente reposan 

procedimientos sancionatorios ambientales, medidas 

                                                             
1 Archivo 013 Pronunciamiento Procuraduría General de la Nación C01Expediente Físico Tutela del cuaderno 

de primera instancia – Archivo 13972 del cuaderno de anexos 26-0337 encontrado en el enlace allegado en el 

Oficio No. PJAAT-26-0337 del Procurador judicial II 
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preventivas y requerimientos técnicos vigentes2, circunstancias 

que evidencian que las labores de vigilancia, monitoreo y control 

deben continuar desarrollándose de manera permanente y 

coordinada por parte de las autoridades competentes. 

 

En ese contexto, se encuentra que, pese a los avances 

institucionales reportados y a la información técnica obtenida 

mediante los estudios hidrogeológicos realizados, persisten 

elementos objetivos que impiden declarar satisfechas las 

órdenes impartidas por la H. Corte Constitucional. En 

particular, continúan vigentes actuaciones sancionatorias 

ambientales, medidas preventivas, requerimientos técnicos 

pendientes de cumplimiento y obligaciones sujetas a verificación 

por parte de las autoridades competentes, circunstancias que 

evidencian que el riesgo de afectación de los recursos hídricos 

no puede considerarse definitivamente superado. 

 

Esta Colegiatura considera necesario precisar que el 

seguimiento constitucional que aquí se adelanta no constituye 

una actuación meramente formal ni un simple ejercicio de 

recopilación de informes. Su finalidad es verificar que las 

órdenes impartidas por la H. Corte Constitucional produzcan 

resultados reales y efectivos en la protección de los derechos 

fundamentales de la comunidad y en la preservación de las 

fuentes hídricas que motivaron la intervención del juez 

constitucional. 

 

La protección de las quebradas La Honda, Las Perlas y de 

los demás cuerpos de agua que abastecen a la población 

constituye una responsabilidad compartida entre las 

autoridades públicas, el titular minero, los organismos de 

control, las organizaciones comunitarias, las juntas de acción 

comunal, los usuarios del acueducto y la ciudadanía en general. 

La preservación del recurso hídrico trasciende los intereses 

particulares y constituye un deber colectivo indispensable para 

garantizar las condiciones de vida de las generaciones presentes 

y futuras. 

 

Por ello, esta Magistratura estima necesario fortalecer los 

mecanismos de información pública, participación ciudadana y 

rendición de cuentas, de manera que las comunidades 

potencialmente afectadas puedan conocer directamente las 

actuaciones adelantadas por las autoridades, formular 

observaciones y ejercer control social sobre el cumplimiento de 

                                                             
2 ibidem 
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las obligaciones ambientales y constitucionales existentes. 

 

En consecuencia, mientras subsistan actuaciones 

pendientes de verificación, obligaciones ambientales en 

ejecución, procedimientos administrativos en curso o medidas 

sujetas a seguimiento, esta Corporación mantendrá abierto el 

trámite de cumplimiento de la Sentencia T-338 de 2017 y 

continuará ejerciendo las funciones de seguimiento que le 

corresponden. 

 

En mérito de lo expuesto, el suscrito Magistrado 

sustanciador de la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior de 

Ibagué, Tolima, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: PONER EN CONOCIMIENTO de todos los 

sujetos procesales, autoridades vinculadas, organismos de 

control, organizaciones comunitarias, intervinientes y 

ciudadanía interesada el contenido del informe integral de 

seguimiento elaborado por esta Sala, así como los informes, 

estudios técnicos, actuaciones administrativas y demás 

documentos incorporados al expediente digital. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que, con fundamento en la 

información actualmente obrante en el expediente, no existe 

mérito para tener por cumplidas integral y definitivamente las 

órdenes impartidas por la Sentencia T-338 de 2017 de la H. 

Corte Constitucional, por cuanto subsisten actuaciones 

administrativas, procedimientos sancionatorios, medidas 

preventivas, requerimientos técnicos y actividades de 

seguimiento que continúan requiriendo vigilancia institucional 

y control judicial. 

 

TERCERO: ORDENAR a la Corporación Autónoma 

Regional del Tolima – CORTOLIMA para que continúe 

ejerciendo de manera permanente las labores de evaluación, 

control, vigilancia y seguimiento ambiental respecto de las 

actividades desarrolladas por la Sociedad Mina El Gran 

Porvenir del Líbano S.A., verificando especialmente el 

cumplimiento de las medidas preventivas vigentes, los 

requerimientos técnicos pendientes, las obligaciones derivadas 

de la licencia ambiental y las acciones relacionadas con la 

protección del recurso hídrico. 
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CUARTO: REQUERIR a la Agencia Nacional de Minería 

para que continúe ejerciendo las funciones de fiscalización y 

seguimiento a cargo de dicha entidad, verificando el 

cumplimiento de las obligaciones técnicas, operativas y de 

seguridad minera derivadas del respectivo título minero. 

 

QUINTO: REQUERIR a la Procuraduría Judicial II 

Ambiental y Agraria, Procuraduría General de la Nación, 

Defensoría del Pueblo, Personería Municipal del Líbano y 

demás organismos de control vinculados para que continúen 

ejerciendo las labores de vigilancia preventiva y seguimiento 

institucional respecto del cumplimiento de las órdenes 

constitucionales objeto del presente trámite. 

 

SEXTO: ORDENAR a la Alcaldía Municipal del Líbano 

que, dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación 

de esta providencia, convoque, organice y realice una audiencia 

pública de información, socialización y seguimiento en el 

corregimiento de El Convenio o en un lugar de fácil acceso para 

la comunidad, con el propósito de informar de manera clara, 

suficiente y comprensible las actuaciones adelantadas por las 

autoridades y el estado actual de cumplimiento de la Sentencia 

T-338 de 2017. 

 

SÉPTIMO: DISPONER que a dicha audiencia deberán ser 

convocados los habitantes de los sectores aledaños al proyecto 

minero, los usuarios de la Asociación de Usuarios del 

Acueducto Delicias-Convenio, los presidentes de las juntas de 

acción comunal del área de influencia, representantes de 

organizaciones sociales y ambientales, instituciones 

educativas, Personería Municipal, Procuraduría Judicial II 

Ambiental y Agraria de Ibagué, CORTOLIMA, Agencia Nacional 

de Minería, Sociedad Mina El Gran Porvenir del Líbano S.A. y 

demás entidades que la Alcaldía considere pertinentes. 

 

OCTAVO: ORDENAR que durante la audiencia las 

entidades participantes expongan de manera detallada las 

actuaciones adelantadas, el estado actual de los 

procedimientos administrativos y ambientales en curso, los 

resultados de los estudios técnicos realizados, las medidas de 

protección implementadas respecto de las fuentes hídricas y las 

acciones previstas para garantizar la protección de los derechos 

fundamentales involucrados. 

 

NOVENO: ORDENAR a la Alcaldía Municipal del Líbano 

garantizar una convocatoria amplia, efectiva y verificable de la 
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audiencia pública, utilizando para ello los mecanismos 

institucionales y comunitarios disponibles, incluyendo 

comunicaciones a las juntas de acción comunal, 

organizaciones comunitarias, asociaciones de usuarios, 

establecimientos educativos, carteleras públicas, medios 

radiales y demás mecanismos idóneos de difusión. 

 

DÉCIMO: ORDENAR a la Personería Municipal del 

Líbano acompañar la realización de la audiencia pública, 

documentar las intervenciones ciudadanas, los compromisos 

adquiridos por las entidades participantes y remitir a esta 

Corporación, de manera independiente, un informe de lo 

acontecido durante la jornada. 

 

DÉCIMO PRIMERO: ORDENAR a la Alcaldía Municipal 

del Líbano que, dentro de los diez (10) días siguientes a la 

realización de la audiencia pública, allegue a esta Corporación 

un informe detallado de cumplimiento acompañado de las 

constancias de convocatoria, listado de asistentes, registro 

fotográfico o audiovisual, acta integral de la reunión, 

observaciones formuladas por la ciudadanía y respuestas 

suministradas por las entidades participantes. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: PREVENIR a la sociedad Mina El 

Gran Porvenir del Líbano S.A. para que atienda de manera 

inmediata y completa los requerimientos formulados por las 

autoridades ambientales, mineras y de control, dando estricto 

cumplimiento a las obligaciones legales, técnicas y ambientales 

que le resultan exigibles. 

 

DÉCIMO TERCERO: Hacer un llamado especial a todas 

las autoridades públicas del orden nacional, regional y 

municipal, organismos de control, organizaciones sociales, 

juntas de acción comunal, instituciones educativas, usuarios 

de los acueductos rurales, propietarios de predios ubicados en 

las áreas de influencia y ciudadanía en general, para que 

mantengan una vigilancia activa y permanente sobre la 

conservación de las fuentes hídricas de la región, participen en 

los espacios institucionales de seguimiento, promuevan la 

protección ambiental y pongan en conocimiento de las 

autoridades competentes cualquier situación que pueda 

comprometer la calidad, disponibilidad o sostenibilidad del 

recurso hídrico. 

 

DÉCIMO CUARTO: ADVERTIR a todas las entidades 

destinatarias de la presente providencia que las obligaciones 
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derivadas de la Sentencia T-338 de 2017 conservan plena 

vigencia y que el seguimiento constitucional adelantado por 

esta Corporación continuará mientras subsistan actuaciones 

pendientes de verificación relacionadas con la protección 

efectiva de los derechos fundamentales amparados. 

 

DÉCIMO QUINTO: ORDENAR a la Secretaría de la Sala 

que publique íntegramente la presente providencia y el Oficio 

No. PJAAT-26-0337 allegado por el Procurador Judicial II de la 

Procuraduría 20 Judicial II Para Asuntos Ambientales Minero 

Energéticos y Agrarios de Ibagué, en el portal de publicaciones 

procesales de la Rama Judicial o en el mecanismo institucional 

de acceso público dispuesto para tal efecto, garantizando su 

disponibilidad durante un término no inferior a sesenta (60) 

días calendario, con el fin de facilitar el acceso de la ciudadanía 

a la información relacionada con el cumplimiento de la 

Sentencia T-338 de 2017. 

 

DÉCIMO SEXTO: ORDENAR a la Alcaldía Municipal del 

Líbano y a la Personería Municipal del Líbano que, dentro de 

los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 

providencia, adopten las medidas necesarias para divulgar su 

contenido entre los habitantes de los sectores ubicados en el 

área de influencia del proyecto minero, los usuarios del 

Acueducto Delicias-Convenio, las juntas de acción comunal y 

demás organizaciones comunitarias, utilizando para ello los 

medios institucionales, comunitarios y de comunicación local 

que resulten idóneos. 

 

DÉCIMO SÉPTIMO: ORDENAR a la Alcaldía Municipal 

del Líbano y a la Personería Municipal del Líbano que 

acrediten ante esta Corporación, dentro de los quince (15) días 

siguientes al vencimiento del término previsto en el numeral 

anterior, las actividades de divulgación realizadas, aportando 

las respectivas evidencias documentales, publicaciones, 

registros fotográficos, constancias de fijación, comunicaciones 

remitidas y demás soportes pertinentes. 

 

DÉCIMO OCTAVO: ORDENAR a la Secretaría de la Sala 

remitir copia electrónica de la presente providencia a la 

Asociación de Usuarios del Acueducto Delicias-Convenio, a los 

presidentes de las juntas de acción comunal que obren 

identificados en el expediente, a la Personería Municipal del 

Líbano y a la Alcaldía Municipal del Líbano, para efectos de su 

conocimiento y divulgación comunitaria. 
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DÉCIMO NOVENO: ORDENAR a la Secretaría de la Sala 

que notifique la presente providencia a todos los sujetos 

procesales, autoridades vinculadas, organismos de control, 

entidades intervinientes y demás destinatarios de las órdenes 

impartidas, empleando para ello los medios físicos y 

electrónicos disponibles, dejando constancia detallada de las 

gestiones realizadas y de sus resultados en el expediente. 

 

VIGÉSIMO: REQUERIR a las entidades destinatarias de 

las órdenes impartidas para que atiendan oportunamente los 

requerimientos que formule esta Corporación dentro del 

presente trámite de seguimiento y remitan la información 

necesaria para verificar el cumplimiento efectivo de las órdenes 

impartidas por la H. Corte Constitucional. 

 

VIGÉSIMO PRIMERO: ORDENAR a CORTOLIMA, a la 

Agencia Nacional de Minería, a la Procuraduría Judicial II 

Ambiental y Agraria de Ibagué y a la Personería Municipal 

del Líbano que, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la 

notificación de esta providencia, presenten a esta Corporación 

un informe actualizado sobre las actuaciones adelantadas en 

cumplimiento de sus competencias relacionadas con la 

protección de las fuentes hídricas objeto de seguimiento 

constitucional. 

 

VIGÉSIMO SEGUNDO: ADVERTIR a las autoridades y 

entidades destinatarias de la presente providencia que el 

incumplimiento injustificado de las órdenes aquí impartidas 

facultará a esta Corporación para adoptar las medidas 

necesarias para asegurar la efectividad del fallo de tutela, 

previstas en los artículos 27 del Decreto 2591 de 1991 y, de ser 

procedente, a la promoción de las actuaciones por desacato 

contempladas en el artículo 52 ibidem. 

 

VIGÉSIMO TERCERO: ORDENAR a la Secretaría de esta 

Sala incorporar al expediente, el informe SCF. 264 del 4 de 

marzo de 2026 rendido por el Dr. Fredy Cadena Rondon y la 

presente providencia. 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

  PABLO GERARDO ARDILA VELÁSQUEZ  

 Magistrado 

 

Firmado Por: 
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Pablo Gerardo Ardila Velasquez 
Magistrado 
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Tribunal Superior De Ibague - Tolima 

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto 

en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: ed2d9461804fb6669bf28b03785af39551dc1556e546e993b640a95934361522 

Documento generado en 05/06/2026 10:44:14 AM 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://firmaelectronica.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


